INTERPONE RECURSO DE APELACIÓN– SOLICITA- FORMULA RESERVA DE CASO FEDERAL.-

Excmo. Tribunal de Responsabilidad:

Julián Axat Della Croce, Defensor Oficial del joven de La Plata, en causa N°  111/10 de ese Tribunal de Responsabilidad Penal Juvenil n° 1 Deptal, a VS. me presento y digo:

I.- Objeto.-

Que vengo por el presente a interponer recurso contra la sentencia dictada por ese Tribunal de Responsabilidad Penal Juvenil nº 1 de La Plata, en el expediente referido “ut supra”, por la que se condenó al joven S.E.M a 7 (siete) años de prisión de efectivo cumplimiento.-

II.- Procedencia.

El recurso resulta procedente por haberse interpuesto dentro del plazo de ley, contra una sentencia definitiva de carácter condenatorio para el imputado menor de edad (arts. 439 sigts. del C.P.P. y 61 de la ley 13634, art. 8 de la CADH, 40 de la CIDN).-

III.- Antecedentes.-

Los días 18, 22, 23, 25 y 26 de marzo del corriente año se celebró audiencia de debate oral, por ante el Tribunal de Responsabilidad Penal Juvenil del Departamento Judicial La Plata, en la causa 111/10  seguida al joven S.E.M.-

En dicha causa, correspondiente a la originaria IPP 1859-09, se ventiló la imputación formulada  por la Sra. Agente Fiscal sobre el joven S.E.M, por el delito de  Homicidio en Ocasión de Robo, en los términos del artículo 165 del Código Penal.

El día 31 del mismo mes y año, el referido Tribunal pronunció veredicto condenatorio para el imputado menor de edad S.E.M por el delito ut supra mencionado; imponiendo la pena de (7) siete años de prisiòn con accesorias legales y costas.-

El día 5 de abril, esta Defensa se notificó por cedula de la sentencia recaída, en su despacho.-

Por ello, y encontrando esta parte motivos y agravios suficientes en dicho resolutorio, es que se interpone el presente recurso de apelación contra el mismo, en tiempo y forma.-

IV.- Fundamentos.-


    Violación al Principio de la jurisdicción especial- Nulidad del juicio- Se declare la inconstitucionalidad de la Resol 1216 de la SCBA que permitió la designación de un juez no especializado para subrogar en el juicio (art 27 ley 13634, art. 40.3 de la CIDN).-

 En primer lugar, se agravia esta defensa en tanto previo a la realización del juicio, formuló oportuna recusación respecto del Juez Cesar Melazo, designado pocos días antes de realizarse el debate.-

Que en tal sentido, la cuestión fue tratada por la Sala IV Excma. Cámara Penal, quien sostuvo que no se trataba la vía para plantear la cuestión. En razón de dicho argumento es que entiendo  que -ahora sí- resulta ser esta la vía que queda para plantear y se de tratamiento a aquella cuestión preliminar; ello pese a que el perjuicio denunciado en aquella primer oportunidad era inminente, y ha indefectiblemente ocurrido. Lo contrario implicaría un acto de denegación de justicia.-

Realizaré un análisis de aquellas cuestiones, las que a mi entender, deberían llevar a invalidar el juicio realizado. Reproduzco  las argumentaciones vertidas en aquella oportunidad y que no tuvieron tratamiento:


“... Entiendo -en primer lugar- que la SCBA carece de potestades legislativas o reglamentarias propias del Ejecutivo provincial, para reglamentar una norma como lo es la ley 13634.-


 En efecto, el art. 161 de la Constitución Provincial no contempla una atribución como la que la Suprema Corte se arroga, en tanto si bien sí puede reglamentar aspectos que hacen a su propia Administración de Justicia (subrogancias por ej.), no puede ni podría extenderse hacia aspectos que la ley no ha previsto.


De modo que la reglamentación, que en el caso que se trae pretende reformular y rellenar vacíos de la propia ley 13634 (a mi entender no son vacíos, pues el art 27 de la ley 13634 explica completamente el sistema de subrogancias), implica la auto-atribución de facultades que la Constitución Provincial le ha otorgado solo al Poder Legislativo (arts. 103 a 112); o bien como Potestad reglamentaria al Ejecutivo (arts. 144 a 146).- 


En segundo lugar, aún cuando se considere que se trata de una facultad reglamentaria de la Suprema Corte, la misma no podría desnaturalizar el sentido de la propia ley 13634 y el mecanismo de subrogancias que esta ha previsto, y el especial énfasis dado al principio de “especialidad” o “especificidad” de la jurisdicción.-


Veamos la cuestión en detenimiento.


La resol 1216 en su art 1 c) y d) expresa: “c)En los casos en que no hubiere número suficiente u operadas las sucesivas sustituciones persistiera el impedimento, se recurrirá por sorteo a los Jueces de primera instancia del fuero penal que no se encuentren en turno al momento de la desinsaculación. d)En los casos excepcionales en que persista el impedimento, se acudirá a los magistrados que conforman la siguiente lista y en el siguiente orden: Jueces de primera o única instancia de los fueros Contencioso Administrativo, Laboral, Civil y Comercial y Familia. Los magistrados no serán convocados a integrar los Juzgados en una nueva causa, hasta tanto se agote la totalidad de los Jueces que integran la lista.”


Ningún artículo de la ley 13634 ha contemplado una subrogancia como la que la Suprema Corte aquí ha previsto.-


De modo que los artículos 1 c y d, de la Resol. 1216 al pretender reglamentar los mecanismos de composición e integración del Tribunal de juicio, permite realizar reemplazos con jueces no especializados no previstos por el legislador, cercenando -de ese modo- el derecho que tiene todo niño/joven al que se le imputa un delito, a ser juzgado por una jurisdicción especializada en niños/adolscentes.-


Decimos entonces que la reglamentación dictada por la Suprema Corte Provincial, si acaso es una potestad constitucional (cuestión que más arriba impugnamos), la misma restringe derechos y garantías, que la propia ley de fondo no ha previsto (el artículo 28 de la Constitución Nacional dispone que los derechos “no podrán ser alterados por las leyes que reglamentan su ejercicio”).-


La cuestión me lleva a realizar un repaso de la legislación internacional en la materia, de modo de ilustrar la inconstitucionalidad del artículo y los incisos citados de la mentada resolución 1216.-


La Convención de los Derechos del Niño (CIDN), con rango constitucional desde 1994, en el art 75 inc. 22, ha establecido en el art 40 párrafo 3° y en el punto 2. V, el concepto o principio de Especialidad Minoril:

  “... Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para promover el establecimiento de leyes, procedimientos, autoridades e instituciones específicos para los niños de quienes se alegue que han infringido las leyes penales o a quienes se acuse o declare culpables de haber infringido esas leyes... iii) Que la causa será dirimida sin demora por una autoridad u órgano judicial competente, independiente e imparcial en una audiencia equitativa conforme a la ley, en presencia de un asesor jurídico u otro tipo de asesor adecuado...” (subrayado y negrita son míos).-

    Este mandato, relativo a la instauración de una justicia penal juvenil especializada y específica, surge, a su vez, del texto de otra convención internacional que también ostenta en nuestro país de jerarquía constitucional conforme el Art. 75 inciso 22 de la Carta Magna. Estipula así la Convención Americana sobre Derechos Humanos:


“…cuando los menores puedan ser procesados, deben ser separados de los adultos y llevados ante tribunales especializados, con la mayor celeridad posible…” (Cf. Art. 5.5, Convención Americana sobre Derechos Humanos) (el destacado es propio).


En esta línea, la Corte Interamericana de Derechos Humanos –órgano de control de la Convención Americana sobre Derechos Humanos –cuya jurisdicción y competencia, tanto consultiva como contenciosa, ha aceptado expresamente la República Argentina, ha establecido expresamente que:

             “... si bien los derechos procesales y sus correlativas garantías son aplicables a todas las personas, en el caso de los niños el ejercicio de aquellos supone, por las condiciones especiales en que se encuentran los menores la adopción de medidas específicas con el propósito de que gocen efectivamente de dichos derechos y garantías...” (Cf. Corte Interamericana de Derechos Humanos, Opinión Consultiva N° 17/2002, párr.97)


Estableciendo consecuentemente dicho órgano internacional en relación con el principio de justicia especializada aquí en juego:


“... los menores de 18 años a quienes se atribuya la comisión de conductas previstas como delictuosas por la ley penal, deberán quedar sujetos, para los fines del conocimiento respectivo y la adopción de las medidas pertinentes, sólo a órganos jurisdiccionales específicos distintos de los correspondientes a los mayores de edad...” (Cf. Corte Interamericana de Derechos Humanos, Opinión Consultiva N° 17/2002)1 (el destacado es propio)


En igual sentido, en el caso Menores detenidos vs. Honduras, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que: 


“Con respecto al juzgamiento de los menores, hemos dicho antes que el artículo 5(5) de la Convención establece la obligación específica de llevar a los menores "ante tribunales especializados, con la mayor celeridad posible (…) En otras palabras, esta disposición establece el deber de crear una magistratura especializada en infracciones cometidas por personas menores de 18 años, que sea la única competente para juzgar a los menores (…) A criterio de la Comisión, esta disposición recoge una de las principales normas de derecho internacional en materia de Derechos de la Infancia, cual es la prohibición de juzgar a niños como adultos. Ello implica que el sistema penal de la justicia de menores debe tener un campo de aplicación mucho más limitado que el del derecho penal común, dada la obligación que establece el artículo 19 de la Convención, de otorgar al niño una protección especial.2


Esa misma proyección deviene -asimismo- del Comité de los Derechos del Niño de la ONU, quien en su Observación n° 10 (2007),3 ha analizado, en particular, la importancia del concepto de especialidad de la jurisdicción del art 40 párrafo 3° de la CIDN, habiendo considerado -en su capítulo V- los aspectos básicos que implicaría la “Organización de justicia juvenil” preparada para atender el interés superior de los niños:


“90.A fin de garantizar la plena aplicación de los principios y derechos enunciados en los párrafos anteriores, es necesario establecer una organización eficaz para la administración de la justicia de menores y un sistema amplio de justicia de menores. De conformidad con el párrafo 3° del artículo 40 de la Convención, los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para promover el establecimiento de leyes, procedimientos, autoridades e instituciones específicos para los niños en conflicto con las leyes penales.

91. En la presente observación general se han expuesto las características que deberían reunir las disposiciones básicas de esas leyes y procedimientos.  Queda a la discreción de los Estados Partes las demás disposiciones, lo cual también se aplica a la forma de esas leyes y procedimientos.  Podrán establecerse en capítulos especiales de los instrumentos generales del derecho penal y procesal, o reunirse en una ley independiente sobre la justicia de menores.

92. Un sistema amplio de justicia de menores requiere además el establecimiento de unidades especializadas en la policía, la judicatura, el sistema judicial y la fiscalía, y la disponibilidad de defensores especializados u otros representantes encargados de prestar al menor asistencia jurídica u otra asistencia adecuada.

93.El Comité recomienda que los Estados Partes establezcan tribunales de menores como entidades separadas o como parte de los tribunales regionales o de distrito existentes.  Cuando no pueda hacerse de manera inmediata por motivos prácticos, los Estados Partes velarán por que se nombre a jueces o magistrados especializados de menores...” (el resaltado en negrita me pertenece)


Queda claro así que, tanto la normativa internacional sobre derechos humanos como los órganos internacionales de control de estos tratados, demandan la instauración de órganos jurisdiccionales especializados y específicos en materia de niños, niñas y adolescentes en conflicto con la ley penal; y de ninguna manera permiten o avalan en momento alguno que los jueces que juzgan a personas adultas, ingresen en la órbita de juzgamiento de un niño/joven.-

 Podemos decir, conforme a la normativa expuesta que existe un estándar internacional que deviene de la CIDN, y que ha sido interpretado en la necesidad de crear un Fuero Penal Juvenil y dotarlo de funcionarios especializados designados conforme a la ley 13634, que estén versados en la materia y acostumbrados al trato de la niñez.-

En la Provincia de Buenos Aires, este estándard está garantizado por los art. 18, 19, 20, 21 23, 27, 29
de la ley 13634, dicha norma garantiza la especialización de los funcionarios de la jurisdicción, y no prevé en ningún momento la situación que pretenden introducir los arts. 1 c y d, de la Resol. 1216 de la SCBA.-

Las propia ley 13634 establece en el art 27 el mecanismo de resolver las vacancias de los Tribunales de Responsabilidad, y no ha establecido un mecanismo reestrictivo de derechos y violatorio de la especialidad como el de la Resol. 1216 de la SCBA en sus arts. 1 c y d, 3, 5.-  

              El art 27 de la ley 13634 ha establecido: “... El Tribunal Penal de la Responsabilidad Penal Juvenil conocerá en los delitos previstos en los artículos 79, 80, 119 párrafos 3° y 4°, 124, 142 bis, 165 y 170 del Código Penal, y estará constituido por tres (3) Jueces de la Responsabilidad Penal Juvenil del respectivo departamento judicial... En los departamentos judiciales en los que no pueda conformarse el Tribunal por no haber tres (3) Jueces de la Responsabilidad Penal Juvenil, el mismo se integrará con el Juez de Garantías del Joven que no hubiese intervenido en el proceso. En aquellos departamentos judiciales donde funcione sólo un (1) Juez Penal de la Responsabilidad Penal Juvenil, el Tribunal será presidido por éste e integrado por Jueces de la Responsabilidad Penal Juvenil de otros departamentos judiciales, los que serán predeterminados por sorteo al comienzo de cada año por la Suprema Corte de Justicia...” (la negrita me pertenece)

  Entiendo que no existen razones legales que justifiquen  por Resol. 1216 se contraríe el sentido de aquello que el legislador ha previsto en el art 27 de la ley 13634, el cual resulta armónico con la manda del art 40 parr 3° de la CIDN que obliga a mantener la garantía de una jurisdicción especializada.-


Existen Jueces de Garantías del joven que hasta el momento nunca ha intervenido en la presente y que podrían integrar el Tribunal (art 27 ley 13634 primera parte).-


Pero aún en el caso de no poderse cubrir la vacante con juez especializado de este mismo departamento de La Plata, debería  integrarse con Juez especializado de otro departamento, tal como lo indica el art 27 segunda parte (idem Resol 1214 SCBA).-



De modo que la Resolución 1216 de SCBA en sus arts. 1 c y d, violan el espíritu de aquello que el legislador ha receptado en el art 27 de la ley 13634, que no es otra cosa que la idea de “preservar la especialidad del juzgador” conforme al art 40 parr 3° de la CIDN.-


   Ninguna razón constitucional justifica entonces la integración del Tribunal de Responsabilidad Penal Juvenil con un Magistrado proveniente de la Justicia de Adultos, acostumbrado a pautas y/o trato vinculadas a un modelo distinto de juzgamiento. 

             Ninguna razón constitucional justifica que el Joven Suarez deba perder el derecho a una jurisdicción especial y padecer así una violación a sus garantías constitucionales, por los motivos que sean: reglamentarias, administrativas o de meras políticas de gestión que en una etapa inicial de transición hacia la implementación de la ley 13634 llevaran a una  Resol como la 1216.

       A esta altura, habiendo transcurrido dos años de implementación del Fuero (la fecha de la Resol. 1216 es del 21 de Mayo de 2008), nada justifica que no se hayan previsto estas situaciones conflictivas y se pretenda cercenar derechos de los jóvenes (la especialidad del magistrado que lo va a juzgar), porque acaso no existen en el departamento judicial lista de conjueces especializados subrogantes; o bien porque no se llenan las vacantes con Jueces especializados de otros departamentos tal como prevé en su última parte el art 37 de la ley 13634.-

             La situación descripta resulta -en la practica injusta- y ha llevado a que las Defensorías Penales Juveniles de este Departamento Judicial de La Plata, con fecha 27/10/09 hayamos elevado nota al Defensor Gral Deptal y a la Sra. Procuradora de la Corte, esbozando la preocupación respecto a designacionesde Jueces de Adultos para juzgar a niños: “... Tenemos el agrado de dirigirnos a Ud. a fin de  solicitar eleve la presente propuesta a la Sra. Procuradora General de la Suprema Corte de Justicia para que se incorpore al Departamento Judicial de La Plata en el sorteo para la integración de los Tribunales de Responsabilidad Penal Juvenil, de acuerdo con las previsiones del art.27 de la Ley 13.634 (...) Tal vez por omisión involuntaria no se ha incorporado a este Departamento Judicial en el sorteo previsto por Resolución N°1214/ 08 de la Suprema Corte de Justicia. (... ) En ese marco, la Presidencia de la Excma. Cámara de Apelación y Garantías de La Plata ha integrado Tribunales con Jueces no especializados. Así en causa N°1425/2009, de trámite por ante el Juzgado de Responsabilidad N°2. (...) La integración no especializada vulnera los principios de especialidad del Fuero y el del Juez Natural previstos en los arts.18 y 75 inc.22 de la C.N. por su remisión al art.40 inc.3) de la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, 18 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, 27 de la Ley 13.634 y 1° del C.P.P.. Es contraria, también a las Reglas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de Menores ( reglas 1.6 y 6). Ellas constituyen norma interpretativa de la normativa específica del Fuero en nuestra Provincia a partir de la disposición del art.10 de la Ley 13.298. (... ) Por otro lado, vulnera el principio de igualdad ante la Ley ( arts.16 de la C.N. Y 11 de la Constitución Provincial). En efecto, otros Departamentos Judiciales que cuentan con dos Juzgados de Responsabilidad Penal Juvenil integran los Tribunales Juveniles con pares de otra jurisdicción ( Ejemplo: Quilmes), y aún los que sólo cuentan con un único Juez Juvenil, se integran con otros departamentos hasta conformar el Tribunal ( Ej.: Dolores). Así los jóvenes del Departamento Judicial de  La Plata se encuentran en situación de discriminación respecto de los que habitan en los restantes departamentos judiciales (...) Entendemos que resulta adecuado, por los motivos señalados, requerir a la Suprema Corte de Justicia que incorpore Departamento Judicial de La Plata en los sorteos previstos en la Resolución N°1214/08 y las subsiguientes referidas a idéntica cuestión, y que disponga que aquellas causas en las que se hubiera designado Jueces no especializados y no se hubiera realizado aún audiencia de debate se disponga una nueva integración bajo las pautas propuestas (...).

           Si bien hasta el momento la Procuración Bonaerense no se ha expedido al respecto, por Resol. n° 862/09 del 21 de Diciembre de 2009, se ha dicho: “... el Fuero de la Responsabilidad Penal Juvenil  se caracterizan por su especialización y especificidad, conforme lo expresamente normado por los arts. 23, 24, 31 y ccs. de la ley 13634, disposiciones que reparan en las especiales características del individuo involucrado en causas de esa naturaleza y las particulares limitaciones que en estos casos rigen respecto de una eventual respuesta punitiva. Esta Procuración General ha destacado, desde el dictamen emitido en P. 93.713 “Amoroso” el 19/7/2006, la trascendencia que asumen los  principios de idoneidad y especialidad en el diseño de políticas legislativas o institucionales en materia de infancia, principios que también habrán de regir la implementación de aquellas políticas siguiendo los lineamientos trazados en los arts. 40 y 41 de la Convención de los derechos del Niño...” .-

      Es claro que el criterio de conformar Tribunales de Responsabilidad Penal Juvenil con jueces que provienen de la Justicia de Adultos conculca derechos. A esta altura, a dos años de la implementación del Fuero penal Juvenil, las meras razones de gestión no deben ser atendidas para excepcionar garantías y derechos. 


     En tal sentido, Resol. como la 1216 de la SCBA resulta contraria al Principio de especialidad receptada por la Convención de los Derechos del Niño, por lo que resulta inconstitucional, y así solicito que sea declarada...”

Me remito a los argumentos transcriptos para que VVEE se avoque a ellos.-

V.- Copias acompañadas.

Por medio del presente recurso se acompaña copia simple de la sentencia recaída, y cedula de notificación.

VI.- Formula Reserva de Caso Federal.-

Por el presente y de conformidad con las cuestiones constitucionales que hemos expuesto tu supra, hago expresa reserva de recurrir ante la Corte Suprema de Justicia Nacional, en los términos de los arts. 14 y 16, segundo párrafo, de la ley 48 y la doctrina emergente del mismo; por encontrarse comprometidas, en estos actuados, durante el juicio y en la sentencia dictada, conforme lo planteado, el derecho a la intimidad, a la imagen de los jóvenes; la garantías de la defensa en juicio y del debido proceso sustantivo de los menores (arts. 1, 18 y 75 inc. 22 de la C.N., art. 3, 12, 37 y 40 de la CIDN, 11 y 25 de la Const. Prov.); y la obligación de velar por la forma federal de gobierno, la potestad provincial de administrar justicia y la supremacía de la Carta Magna (arts. 1, 5, 31, 116, 117 y 118 de la C.N.).

IX.- Petitorio.

Por lo expuesto, solicito:

1) Se conceda el recurso interpuesto.-

2) Se de estricto cumplimiento a lo normado por el art. 431 del CPP.-

3) Se revoque la sentencia recaída, de conformidad con los preceptos legales y la doctrina referidas en el sentido invocado por esta parte, disponga la nulidad del juicio por el quebranto a derechos fundamentales del joven durante el proceso;

4) Tenga presente la cuestión federal invocada.-

Provea V.V.E.E. de conformidad, que

SERÁ JUSTICIA.



